SEÑOR
JUEZ MUNICIPAL DE XXXXXX (REPARTO)

E.


S.


D.

--------------------------------------------

Referencia: Acción de Tutela
XXXXXXXXXXXXXX, mayor de edad y vecino(a) de esta ciudad, identificado(a) como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi condición de Afiliado(a) a XXXXXXXX a través del Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en salud, nivel Sisben X y como perjudicado(a) directo(a), comedidamente manifiesto a Usted que por medio del presente escrito formulo ante su Despacho Acción de Tutela del derecho fundamental constitucional a la SALUD en conexidad con la VIDA, la INTEGRIDAD PERSONAL y la SEGURIDAD SOCIAL consagrados en los artículos 11, 2, 13 y 48 de la Constitución Política, el cual están siendo vulnerados como consecuencia de la negligencia, descuido y omisión de la empresa Promotora de Salud XXXXXXXX, con domicilio en esta ciudad, que me perjudica directamente.

HECHOS

Los hechos en que se fundamenta la amenaza del derecho fundamental cuya tutela se solicita, son los siguientes:

PRIMERO: Que soy beneficiario(a) del Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud, Nivel Sisben X del municipio de XXXXXXXXXX, bajo el número de Carnet N° XXXXXXXX, a través de la empresa promotora de salud XXXXXXXXX de la ciudad de XXXXXXX
SEGUNDO: Que con los años he venido sufriendo XXXXXXXXXXX, lo cual ha afectado enormemente la calidad de mi vivir diario.
TERCERO: Que debido a esta enfermedad XXXXXXXX, la XXXXXX E.P.S me remitió a la I.P.S. XXXXXXXXXX, en donde se me diagnostico lo siguiente: XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX…
CUARTO: Que como consecuencia de lo anterior XXXXX E.P.S. emitió la autorización de servicios médicos N° XXXXXXXXXXX, para que el médico especializado me realizara la cirugía a continuación mencionada: XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX…
QUINTO: Que la cirugía no se me ha practicado debido a XXXXXXXXXXXXXXX
SEXTO: Que mi precaria condición económica no me permite pagar médicos particulares ni mucho menos el procedimiento quirúrgico, ya que soy una mujer/hombre de XX años con limitaciones físicas y de la tercera edad/escasos recursos.

SEPTIMO: Que mi salud empeora cada día más, por evasivas y negligencia de la entidad, mi agonía es devastadora y no me permite ni siquiera desempeñarme normalmente en las actividades de mi vida diaria
OCTAVO: Que debido a mi delicado estado de XXXXXX y con el temor de que mi enfermedad puede estar evolucionando con un pronóstico maligno he decido hacer valer mi derecho constitucional e interponer esta acción de tutela.

FUNDAMENTOS DE DERECHO:
Fundo la presente tutela en lo dispuesto en los artículo 2 y 86 de la Constitución Nacional y la siguiente jurisprudencia:

El articulo segundo de la Constitución Política dice: “Las autoridades de la republica están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.
Es XXXXX E.P.S Una institución de carácter privado, encargada de prestar servicios de salud a sus afiliados, en las ciudades más importantes del país, entre ellas XXXXX, en donde se encuentran sus afiliados, para demandar de este instituto permanentes y contingentes servicios de toda índole.

Si una institución prestadora de salud, actúa con desconocimiento de los constitucionales derechos ciudadanos, es lógico que esa actuación irresponsable le implica una serie de obligaciones generadas precisamente en la desestimación del derecho a la vida y a la salud de las personas. Son estas protuberantes fallas las que el Estado a través de sus instituciones debe corregir, en cuanto a estas entidades no actúen en consonancia con la esencia y la naturaleza de los órganos y esa actividad irregular traiga consecuencias funestas para quienes como usuarios de un servicio y miembros de la colectividad primaria, inermes, confiados e ignorantes tengan que avocar la carga.

La sentencia T-457/2001 recordó la protección que tienen los afiliados de una entidad y la negligencia en la practica de exámenes: “La practica de exámenes médicos constituye la principal fuente para el diagnostico de la condición de salud de un paciente y por ende proporcionan la información indispensable para definir el diagnostico y tratamiento a seguir. El artículo 49 de la Constitución Política, consagra la obligación que tiene el Estado de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. Conforme a ello, las personas se encuentran facultadas para exigirle al Ente público, el cumplimiento efectivo de esta obligación y en consecuencia éste organice y disponga lo necesario para la adecuada prestación del servicio.

La violación del derecho a la vida por las omisiones en las que pueda incurrir la prestación del servicio de salud no puede valorarse bajo la lógica exclusiva de la subsistencia. El derecho a la vida no se agota con la posibilidad de subsistir, esto significa que nos es preciso establecer que el interesado se encuentre al borde de la muerte para considerar el vínculo de la conexidad y conceder el amparo. Basta considerar que si el defecto en la salud del interesado afectado no se corrige a tiempo puede desencadenar en un peligro eminente para su vida o la integridad física o psicológica de la persona.
No debe esperarse a estar en presencia de una situación terminal o de negación extrema para considerar la necesidad de proteger el derecho a la salud por vulneración del derecho a la vida, ello es tanto como esperar a que la vulneración produzca efectos irreversibles como los que ocurren en relación con la salud física y psíquica cuando no son diagnosticados, atendidos y tratados a tiempo.

El principio de continuidad característico de los servicios públicos garantiza la posibilidad real de que la prestación del servicio sea oportuna y de él se desprende a quienes prestan el servicio no puedan realizar actos u omitir obligaciones que puedan comprometer su continuidad porque con ello afectan la efectividad en la prestación. Por ello todo lo que se atente contra la debida prestación del servicio se entenderá como un acto contrario a derecho porque  atenta contra el principio de la eficiencia y continuidad propio de los servicios públicos.” 
Además la sentencia T-472/99 establece lo siguiente en cuanto a La demora en la práctica de una intervención quirúrgica en personas de la tercera edad y la consiguiente vulneración de los derechos fundamentales a la integridad personal, a la salud y a la vida en condiciones dignas “esta Sala considera que la conducta omisiva del Seguro Social viola los derechos fundamentales a la integridad personal, a la salud y a la vida en condiciones dignas de los accionantes, teniendo en cuenta que se trata de personas que pertenecen a la tercera edad, según consta en las fotocopias de los documentos de identidad aportados con el escrito de tutela. En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que a pesar de no tener el derecho a la salud el carácter de fundamental, sí procede su amparo por vía de tutela cuando se encuentra en conexidad con derechos que, per se, gozan de tal carácter, como la vida y la integridad personal. Encuentra la Sala que, en el caso objeto de revisión constitucional, la respuesta dada por el representante de la accionada al requerimiento formulado por el juzgado de conocimiento, según el cual la excusa para no señalar la fecha ni llevar a cabo las intervenciones quirúrgicas requeridas por los peticionarios obedece a que éstas no revisten el carácter de "urgentes" y, por tanto, no se está poniendo en riesgo la salud ni la vida de aquéllos, desconoce flagrantemente los fundamentos y postulados propios de un Estado Social de Derecho. Parece a la Corte que la urgencia resulta no solamente de la situación concreta de personas de la tercera edad (80 y 74 años, respectivamente), cuyos sentidos requieren especial y permanente atención, sino por las características mismas de la enfermedad -cataratas-, que, si avanza, amenaza con afectar, y de manera grave, la integridad personal de los solicitantes. Aunque la urgencia no fuera tan evidente, estima la Sala que las instituciones prestadoras de los servicios de salud no sólo deben actuar cuando el daño sufrido por los pacientes es avanzado e irreversible, sino que tienen la obligación de brindar a ellos la atención necesaria aun con carácter preventivo.”
Así mismo en la sentencia T-378/2000, hizo referencia a la prestación del servicio publico con eficiencia, y que las deficiencias en la seguridad social en salud provienen muchas veces del trato poco humano y alejado de las normas constitucionales dado por funcionarios administrativos de la EPS.
Generalmente allí es donde se obstaculiza la atención a los pacientes y este queda indefenso. Además se diluye aparentemente la responsabilidad en mandos medios cuando la responsabilidad directa es de XXXXXX E.P.S.

Por lo anterior solicito al Honorable Juez, se sirva a tutelar el derecho a la VIDA, la SALUD, INTEGRIDAD PERSONAL Y SEGURIDAD SOCIAL ya que padezco miserias, desconsuelos y dolores, por la ineficacia y negligencia de la institución privada, por lo que le solicito se practique la cirugía ordenada y requerida por el especialista XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX…
PRUEBAS

Solicito se tengan como tales las siguientes:

1. Fotocopia de la Historia Clínica
2. Fotocopia de la orden del medico especializado de la cirugía requerida.

3. Fotocopia del carnet de afiliación de XXXXXXXXX
4. Fotocopia de cedula de ciudadanía de XXXXXXX
NOTIFICACIONES

Para notificaciones las recibiré en XXXXXXXXXX de esta ciudad,
Teléfono: XXXXXXX
Atentamente,

XXXXXXXXXX
C.C N° XX.XXX.XXX de XXXXXXXX
